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Comentarios

Resumen

El TRLCSP permite la utilización de la tramitación de emergencia en los supuestos en los que la Administración tenga que actuar de manera inmediata a causa de acontecimientos catastróficos, de situaciones que supongan grave peligro o de necesidades que afecten a la defensa nacional. En estos casos, que deben ser objeto de interpretación muy restrictiva, se permite la dispensa del procedimiento de contratación. En el Informe se sistematiza la jurisprudencia y doctrina administrativa relativa a esta excepcional forma de tramitación del procedimiento de contratación.
I. INTRODUCCIÓN

El art. 113 TRLCSP, rubricado «tramitación de emergencia» establece un régimen excepcional aplicable para hacer efectivas las deudas de las administraciones públicas le en los supuestos en los que la Administración tenga que actuar de manera inmediata a causa de acontecimientos catastróficos, de situaciones que supongan grave peligro o de necesidades que afecten a la defensa nacional. Este régimen excepcional se caracteriza por la dispensa de tramitar expediente (1) , ya que en esos casos, el órgano de contratación, sin obligación de tramitar expediente administrativo, podrá ordenar la ejecución de lo necesario para remediar el acontecimiento producido o satisfacer la necesidad sobrevenida, o contratar libremente su objeto, en todo o en parte, sin sujetarse a los requisitos formales establecidos, incluso el de la existencia de crédito suficiente.

En procedimiento a seguir en estos supuestos es el siguiente (2) :

En primer lugar, el órgano de contratación podrá ordenar directamente la ejecución de lo necesario para salvar la situación excepcional y remedirá el acontecimiento producido o satisfacer la necesidad sobrevenida (incluso de manera verbal, art. 28.1 TRLCSP), contratando libremente lo necesario para satisfacer la necesidad sobrevenida (incluso de manera verbal, art. 28.1 TRLCSP), contratando libremente lo necesario para ello sin los requisitos formales de la ley, incluso la existencia de crédito suficiente (en este supuesto el art. 32. C no sanciona con nulidad la falta o insuficiencia de crédito), o encargando su ejecución a los servicios propios de la Administración actuante si dispone de ellos [art. 24.1.c)].

En segundo lugar, en el plazo máximo de 60 días se dará cuenta de los acuerdos adoptados al Consejo de Ministros si el contrato lo ha celebrado la Administración General del Estado, sus organismos autónomos, los servicios comunes de la Seguridad Social o demás entidades públicas estatales. En las demás Administraciones se deberá dar cuenta al órgano equivalente, el Consejo de Gobierno de las Comunidades Autónomas y el Pleno de las Entidades Locales.

En tercer lugar, se autorizará el libramiento de fondos para hacer frente a los gastos con el carácter de «fondos a justificar» por el órgano competente de cada administración.

En cuarto lugar, una vez realizadas las prestaciones o trabajos precisos en régimen excepcional, se realizarán las tareas necesarias para la intervención y aprobación de la cuenta justificativa (proyecto final de los trabajos realizados, facturas, recepción).

En quinto lugar, las prestaciones necesarias para cubrir la situación excepcional deberán comenzar a ejecutarse en el plazo máximo de un mes desde la declaración de la necesidad de las mismas por el órgano de contratación. Si excede ese plazo de un mes, la contratación de dichas prestaciones requerirá la tramitación de un procedimiento ordinario.

Finalmente, las contrataciones o encargos a los propios servicios de la Administración efectuados en los supuestos de emergencia que prevé este precepto no son susceptibles de recurso especial en materia de contratación, cualquiera que sea su cuantía, como expresamente establece el art. 40.5 TRLCSP.

II. ÁMBITO DE ANÁLISIS

Este Informe se ha realizado analizando las sentencias de Tribunal Supremo, Audiencia Nacional y Tribunales Superiores de Justicia en relación con la tramitación de emergencia. Se han examinado también las resoluciones de los Tribunales Administrativos de Recurso Contractuales.

La jurisprudencia sobre la materia no es excesivamente amplia. Por ello se ha hecho igualmente referencia a la doctrina administrativa de mayor interés.

III. LA CONCURRENCIA DEL SUPUESTO DE HECHO QUE PERMITE LA TRAMITACIÓN DE EMERGENCIA

Como ya hemos señalado, la tramitación de emergencia sólo será posible en los casos de acontecimientos catastróficos, grave peligro o de necesidades que afecten a la defensa nacional. Ahora bien, no basta la concurrencia de uno de estos motivos sino que es preciso además que la situación requiera una actuación administrativa inmediata. Y es que tramitación de emergencia, por su mismo carácter excepcional, solo podrá utilizarse cuando no sea posible la tramitación urgente o la utilización del procedimiento negociado sin publicidad por motivos de urgencia (entre otros Acuerdo de la Junta consultiva de Contratación Administrativa de de 20 de junio de 2003).
La tramitación de emergencia es un procedimiento excepcional

En este sentido, la Sentencia del Tribunal Supremo de 20 de enero de 1987, rec. 153/1982, tuvo ocasión de afirmar que
«[…] la referencia a "acontecimientos catastróficos" que el repetido párrafo 1 del artículo 114 contiene, no quiere decir que baste la existencia de un acontecimiento de tal naturaleza — el incendio de 26 de enero evidentemente lo fue- del que dimane la situación que las medidas en cuestión afrontan; lo que tal precepto ampara es una actuación municipal inmediata absolutamente necesaria para evitar o remediar en lo posible las consecuencias del suceso en cuestión, como serían, en un incendio, la ruptura o derribo de muros u obras de fábrica para practicar salidas o tratar de impedir el progreso del fuego, o un rápido apuntalamiento para evitar inminentes desplomes; pero no puede ser aplicable a una situación como la presente, en la que, producido el incendio el 26 de enero, las obras en cuestión se acuerdan un mes después, a consecuencia de un informe técnico harto impreciso respecto a su determinación y justificación y al que habían precedido otros dos del mismo arquitecto —los de 28 de enero y 12 de febrero- igualmente nada explícitos sobre tales extremos (…)» (3) .

De esta forma, en el supuesto que analiza la STSJ La Rioja de 4 de febrero de 2010, rec. 174/2009, se considera que procede efectivamente la utilización de la tramitación de emergencia, ya que se trata de evitar la ruina inminente de unos edificios. En los términos de la sentencia:

«[…] se observaba en los inmuebles afectados un inminente estado de degradación de sus elementos estructurales que podía dar origen al derrumbe parcial o total de los mismos, lo que exigía la adopción de medidas de excepción con el objeto de evitar daños a las persona.
La Sala comparte la tesis del juzgador de instancia, de que se han cumplido los requisitos para acordar la tramitación de urgencia (contratación verbal), quedando acreditada la existencia de una situación de emergencia, presupuesto jurídico de aplicación de la normativa citada, por el informe de fecha 18 de diciembre de 2007 de los servicios técnicos municipales "Tras la revisión de los inmuebles citados(CALLE000 n.o NUM000 — NUM001 — NUM002) tras las inclemencias meteorológicas habidas en los últimos días, se observa un inminente estado de degradación de lo os elementos estructurales que puede dar pié al derrumbe parcial ó total de los inmuebles relacionados "y por tanto ha quedado acreditado que existe una situación de emergencia (peligro inminente de derrumbamiento de los edificios), presupuesto jurídico de aplicación de la contratación por vía de urgencia. Lo que ampara la normativa de emergencia es una situación administrativa inmediata, absolutamente necesaria para evitar o remediar en lo posible las consecuencias del suceso en cuestión (STS 7 de abril de 1983)".»
Por el contrario, en un supuesto en el que lo que se contrata de forma provisional a través de la tramitación de emergencia es el servicio de reiterada de vehículos, la STSJ Andalucía de 4 de mayo de 2005, rec. 354/2002, considera que se ha hecho un uso indebido del procedimiento. Ello es así porque:

«Esta previsión debe ser interpretada restrictiva y subsidiariamente en relación a la tramitación del procedimiento de urgencia en la medida en que permite la utilización de un procedimiento de adjudicación de los contratos rigurosamente excepcional con merma o eliminación de los principios de publicidad y libre concurrencia. Por tanto debe concurrir con toda claridad el supuesto de emergencia — acontecimiento catastrófico, las situaciones que supongan grave peligro o las necesidades que afecten a la defensa nacional-. Descartado por razones obvias que no aconteció una catástrofe ni que el servicio de grúa afecte a la defensa nacional, sólo el grave peligro ampararla la declaración de emergencia y la contratación directa. Y desde esa interpretación restrictiva antes expuesta, tampoco concurre, aunque el Informe del Superintendente Jefe de la Policía Local intente derivar la grave situación de peligro de las graves irregularidades cometidas en la prestación del servicio por la empresa concesionaria no es suficiente para justificar la declaración de emergencia, ya que ni se requería la actuación inmediata, puesto que desde que se detectan las presuntas deficiencias hasta que se declaró la caducidad transcurrió más de un año, por lo que o bien el servicio podría seguir prestándose por la actual concesionaria o lo podría asumir el propia Ayuntamiento hasta que se tramitara el expediente de contratación. Es decir no está acreditado a la largo del expediente la situación que suponga grave peligro para la seguridad pública, porque como ya apuntamos el propio Informe del Consejo Consultivo declaró que las presuntas irregularidades no eran ni graves ni esenciales para la prestación del servicio por lo que no afectaban a la seguridad como relata el Informe obrante al folio 201 para poder justificar la declaración de caducidad y de emergencia para la contratación directa».
Un supuesto algo similar es el que resuelve la RTARC de 27 de enero de 2017, relativa a la contratación de emergencia del servicio de transporte por carreteras a personas usuarias del servicio de apoyo a la integración. Así,

«[…] en el presente caso no se dan tales requisitos. En primer lugar, las circunstancias alegadas en el expediente no son "acontecimientos catastróficos" ni "necesidades que afecten a la defensa nacional". En cuanto a las situaciones que supongan un grave peligro, tampoco se ha hecho un mínimo esfuerzo argumentativo por justificar en qué medida supone un "peligro" la no adjudicación de los contratos a que se refiere este procedimiento, teniendo en cuenta que, según se deduce de los antecedentes, la situación de irregularidad en que se encuentra en la actualidad este servicio viene produciéndose desde el año 2012. Tampoco se ha hecho ningún esfuerzo por argumentar porqué la prestación de este servicio es tan esencial para la seguridad pública que requiera su inmediata adjudicación.
En segundo lugar, aun cuando se aceptara de forma meramente dialéctica que concurre una situación de emergencia en el sentido del artículo 113 TRLCSP tampoco se ha ofrecido justificación alguna de que la misma no pudiera ser resuelta por el trámite del procedimiento de urgencia. La Ley ha establecido distintos remedios a las situaciones que exigen una prestación del servicio inmediata, de suerte que no sea posible acudir al procedimiento ordinario. De este modo, el artículo 112 TRLCSP prevé, en primer lugar, la posibilidad de acudir a la tramitación de urgencia, reduciendo a la mitad los trámites de los procedimientos ordinarios, entre otras medidas; además, el artículo 170.2 e) prevé la posibilidad de acudir al procedimiento negociado, para el caso en que no sea suficiente con la solución dada por el artículo 112 TRLCSP. Finalmente, el artículo 177.1, prevé la no necesariedad en estos casos de publicar la licitación.
Pues bien, en este caso que cualquiera de estas medidas hubieran sido suficientes para resolver la situación creada. Así desde el mes de agosto de 2016 en que se declararon desiertos los distintos lotes hasta el 24 de noviembre de 2016, fecha en que se adjudicaron por el trámite de emergencia, había tiempo más que suficiente para tramitar el procedimiento de adjudicación, incluso por el trámite ordinario. Es más, incluso si tenemos en cuenta que la propuesta de contratación por el trámite de emergencia se dirigió a las empresas el 28 de octubre y la adjudicación se hizo el 24 de noviembre, en ese plazo habría habido tiempo para tramitar un procedimiento negociado sin publicidad, teniendo en cuenta además que en este caso la utilización de ese procedimiento negociado podía ampararse en el apartado 170.1 c) TRLCSP, al haber quedado desierto el anterior procedimiento de licitación.
Finalmente, resulta evidente que la circunstancia que da lugar a la "emergencia" considerada por el Tribunal es imputable al órgano de contratación. Desde al menos el año 2012, según se relata en los antecedentes, se tiene constancia de la existencia de una situación de irregularidad en la contratación del servicio, irregularidad que se trató de resolver en el año 2014, mediante la licitación de un procedimiento que se tardó más de dos años en culminar. Una actuación mínimamente diligente del órgano de contratación en la tramitación de todos esos procedimientos habría evitado llegar a la situación en la que nos encontramos en la actualidad, lo que determina la improcedencia de acudir al procedimiento de emergencia. Resulta de agradecer el intento del órgano de contratación por tratar de legalizar una situación de irregularidad, pero lo que no resulta admisible es pretender regularizar esa situación mediante la aplicación de un procedimiento que no es el legalmente previsto para estos casos.»
En definitiva, la tramitación de emergencia constituye un procedimiento excepcional y, por ello, los hechos que determina su aplicación deben ser objeto de interpretación restrictiva, pudiendo acudir al mismo sólo en última instancia (4) . Y es que, se trata de situaciones que, pese a la amplitud de su contenido, son perfectamente identificables en cada caso concreto, en su calidad de conceptos jurídicos indeterminados, y en las que no cabe la estimación subjetiva, discrecional, de la Administración, que quebrantaría la excepcionalidad a la que nos hemos referido (Informe 08/2003, de 9 de octubre de 2003 Junta Regional de Contratación Administrativa de la Región de Murcia).
La tramitación ha de limitarse a lo estrictamente indispensable para prevenir o remediar los daños

En todo caso, el reciente Informe 5/2017, de 19 de junio, de la Comisión Consultiva de Contratación Administrativa de la Junta de Andalucía sobre la ejecución de obras mediante tramitación de emergencia ha tenido ocasión de afirmar que en el marco de una contratación de emergencia es posible que surjan nuevas necesidades que precisen del mismo tipo de actuación. Así,
«[…] no siendo un presupuesto cierto, nada obsta que iniciadas la ejecución de las obras por tramitación de emergencia pueda surgir la necesidad de realizar otras actuaciones adicionales imprescindibles para remediar la situación de emergencia por reunir los requisitos establecidos en el artículo 113 del TRLCSP incrementando lo presupuestado inicialmente, no estando sujeto dicho incremento a ningún porcentaje.
No obstante, esta Comisión considera oportuno recordar que el órgano de contratación debe apreciar que las nuevas actuaciones deben ser necesarias e imprescindibles para paliar la situación de emergencia, puesto que en caso contrario, es decir, todas aquellas actuaciones que no sean imprescindibles o estrictamente necesarias, deberán contratarse mediante la tramitación ordinaria de conformidad con los procedimientos establecidos en el TRLCSP.
Una vez ejecutadas las obras declaradas de emergencia se procederá a justificar los fondos librados de conformidad con la normativa presupuestaria y económica que resulte de aplicación.»
A modo de recapitulación, para que proceda la tramitación de emergencia es necesario:

• que concurra alguno de los supuestos que taxativamente establece la ley, sin que sea suficiente cualquier otra circunstancia que dé lugar a una situación de urgencia;

• que no sea suficiente para resolver la situación la utilización de otros procedimientos menos restrictivos de la libre concurrencia

• que la emergencia sea apreciada por el órgano de contratación

• que la tramitación se limite a lo estrictamente indispensable en el ámbito objetivo y temporal para prevenir o remediar los daños derivados de esa situación.

• que la causa de la emergencia no sea imputable al propio órgano de contratación, es decir, que la situación de emergencia no hubiera podido ser evitada por el órgano de contratación mediante una actuación diligente.

IV. LIMITES OBJETIVOS Y TEMPORALES A LA TRAMITACIÓN DE EMERGENCIA
El artículo 113.2 TRLCSP dispone que «las restantes prestaciones que sean necesarias para completar la actuación acometida por la Administración y que no tengan carácter de emergencia se contratarán con arreglo a la tramitación ordinaria regulada en esta Ley».

Pues bien, como constatara el Acuerdo de la JCCA de 20 de junio de 2003, la tramitación de emergencia debe limitarse a lo estrictamente indispensable en el ámbito objetivo y temporal para prevenir o remediar los daños derivados de la situación de emergencia. En el ámbito objetivo, debe limitarse la tramitación de emergencia, , a «lo necesario para remediar el acontecimiento producido o satisfacer la necesidad sobrevenida» (5) . En el ámbito temporal debe operar un doble límite pues, de un lado, la emergencia requiere la inmediatez con la acción que la justifica, sin que pueda dilatarse en el tiempo y, de otro lado, debe cesar cuando la situación haya desaparecido.

V. CONTROL DEL SUPUESTO DE HECHO POR PARTE DE LOS TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS DE RECURSOS CONTRACTUALES

Como señalamos en la introducción, el artículo 40.4 TRLCSP dispone que no procederá el recurso especial regulado en ese precepto en los supuestos de tramitación de emergencia.

Ahora bien, el tenor de dicho precepto no impide que los Tribunales de Recursos verifiquen si se ha producido el supuesto de hecho correspondiente. En los términos de la RTARC de 27 de enero de 2017,
«tal y como señala el artículo 8 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector público, la competencia es irrenunciable y se ejercerá por los órganos administrativos que la tengan como propia, por lo que corresponde a este Tribunal determinar si concurren las circunstancias establecidas en el artículo 113 TRLCSP por remisión del artículo 40.4 TRLCSP y que, entre otras medidas excepcionales, supondrían la exclusión de la competencia de este Tribunal. El hecho de que el órgano de contratación considere que concurren circunstancias que justifican la tramitación del procedimiento por urgencia no excluye sin más la posible competencia de este Tribunal para entrar a valorar si, efectivamente, la utilización de dicho procedimiento excepcional resultó conforme a Derecho, pues en otro caso el órgano de contratación podría eludir la oportuna revisión, mediante la mera invocación de tales circunstancias.
Procede, por tanto, entrar a valorar si la tramitación de emergencia del expediente se ajustó a derecho, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 113 TRLCSP y la doctrina jurisprudencia y administrativa que lo interpreta».
En el supuesto concreto, una vez determinada la falta de concurrencia de los requisitos a que se refiere el artículo 113 TRLCSP para la aplicación del régimen excepcional allí previsto, el Tribunal concluye sin mayor dificultad argumental la nulidad de pleno derecho del procedimiento, toda vez que no se ha cumplido ninguna de las exigencias establecidas legalmente en relación con el inicio, tramitación y resolución del procedimiento de contratación.

VI. TRAMITACIÓN DEL EXPEDIENTE DE EMERGENCIA

Como ya hemos adelantado, la Ley habilita a la Administración a contratar lo necesario prescindiendo de las formalidades ordinarias para formar la voluntad contractual administrativa (no se requiere expediente administrativo, bastando el acuerdo del órgano de contratación y la oportuna retención de crédito o documentación que justifique la iniciación del expediente de modificación de crédito) y acudiendo al sistema de los pagos a justificar.

Pues bien, este tipo de tramitación no precisa como presupuesto habilitante la aprobación de una declaración formal de emergencia. En los términos del ya citado Acuerdo de la JCCA de 20 de junio de 2003, «la apreciación de la emergencia corresponde exclusivamente al órgano de contratación si bien dentro de los parámetros previstos en el artículo 72 sin que, a diferencia de la tramitación de urgencia, requiera una especial declaración, bastando la posterior justificación documental».

Dada la inexistencia de obligación de tramitar expediente administrativo, tampoco es necesaria la aprobación del gasto

Por su parte, el Informe JCCA 24/01, de 3 de julio de 2001 tuvo ocasión de afirmar que en que en los supuestos de tramitación de emergencia no existe obligación de exigir el requisito de clasificación ni, por tanto, necesidad de dispensar tal requisito. Y es que:
«Dada la sujeción del supuesto de hecho contemplado al artículo 72 de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas es indudable la necesidad de aplicarlo en sus propios términos y, teniendo en cuenta que el citado artículo 72 establece en su apartado 1.a) que el órgano de contratación podrá ordenar la ejecución de lo necesario para remediar el acontecimiento producido, satisfacer la necesidad sobrevenida, o contratar libremente su objeto "sin obligación de tramitar expediente administrativo" y "sin sujetarse a los requisitos formales establecidos en la presente Ley", hay que mantener la afirmación de que, entre estos requisitos de la Ley que no resultan aplicables figura el de la exigencia de clasificación para los contratos de obras y de servicios de presupuesto igual o superior a 20.000.000 de pesetas que se incorpora al artículo 25.1 de la propia Ley de Contratos de las Administraciones Públicas» (6) .
Finalmente, en relación con el contenido del expediente ha tenido ocasión de pronunciarse la Junta Regional de Contratación Administrativa en su Informe 08/2003, de 9 de octubre. En el ámbito de la retención de crédito o documentación que justifique la iniciación del expediente de modificación de crédito (en caso de inexistencia de crédito), la Junta Regional tiene ocasión de señalar que dada la inexistencia de obligación de tramitar expediente administrativo en la tramitación de emergencia, tampoco es necesaria la aprobación del gasto, pues como regla general la aprobación del expediente supone la del gasto Así, de forma expresa, la norma permite que incluso no exista crédito suficiente, en cuyo caso se adjuntará la documentación que justifique la iniciación del expediente de modificación de crédito, mientras que en el caso de que exista habrá de acompañarse la oportuna retención de crédito. Añade el órgano consultivo que en este sentido se ha manifestado la Intervención General de la Administración del Estado (IGAE), en su Informes de 14 de enero de 1997, en el que engloba entre las actuaciones necesarias de la tramitación de emergencia la «retención de crédito o documentación justificativa de la iniciación del expediente de modificación», y de 18 de febrero de 1999, que hace referencia al «documento que acredite la existencia de crédito».

VII. CUADRO DE SENTENCIAS ESTUDIADAS

	Tribunal y fecha
	Ponente
	Asunto
	Síntesis

	TS

20/01/1987
	Gordillo García
	153/1982
	No basta la existencia de un acontecimiento de excepcional naturaleza. Lo que ampara la tramitación de emergencia es una actuación administrativa inmediata, absolutamente necesaria para evitar o remediar en lo posible las consecuencias del suceso en cuestión.

	TSJ La Rioja

4/2/2010
	Escanilla Pallas
	174/2009
	Peligro de derrumbamiento de edificios. Tramitación de emergencia procedente.

	TSJ Andalucía (Sevilla)

4/5/2005
	Alejandre Durán.
	354/2002
	Adjudicación provisional del servicio de retirada de vehículos. Tramitación de emergencia improcedente.


(1) 
Vid. entre otros, Acuerdo de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de 20 de junio de 2003 sobre criterios interpretativos en la aplicación de la tramitación de emergencia prevista en el artículo 72 del Texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.
(2) 
Seguimos la sistematización realizada en este punto por MARTÍNEZ FERNÁNDEZ, J.M., "Comentario al art. 113", en VVAA, Contratación del Sector Público Local, 3 ed, La Ley, p. 793.
(3) 
Añade la sentencia que "si bien el citado artículo 114, en su número 1, en relación con el artículo 7.° del Real Decreto-ley 3/81, de 16 de enero , faculta al Alcalde, cuando se acuerde el régimen excepcional, para «contratar libremente» la ejecución de las obras sin sujetarse a los requisitos formales establecidos en dicha Ley, ello no puede suponer el que se incumplan los requisitos esenciales del respectivo contrato, como son la determinación del precio, el objeto del mismo (precisando la obra concreta a realizar) e, incluso, su plazo de vigencia (sin concertarlos por tiempo indefinido), especialmente cuando se trata de gastos que el Ayuntamiento pretendía fueran después satisfecho por los propietarios de la finca, a los que no se había requerido de manera previa para la ejecución, todo lo cual implica la vulneración del artículo 10 del Reglamento de Contratación de las Corporaciones Locales de 9 de enero de 1953 y de los artículos 11 y 12 de la Ley de Contratos del Estado en la redacción dada por la de 17 de marzo de 1973, aplicables también al caso de autos conforme a lo establecido en la Disposición Adicional 2.ª del mencionado Reglamento".
(4) 
Entre otros, vid. Informe de la Intervención General de la Comunidad de Madrid de 7 de abril de 2010.
(5) 
En este sentido, resulta de interés el Informe de la Intervención General de la Comunidad de Madrid de 7 de abril de 2010 que examina si las obras contratadas en régimen de emergencia exceden o no de lo necesario para paliar la situación generada. En el supuesto, determinadas tormentas hacen precisa la realización urgente de determinadas obras de rehabilitación de una Ermita. Ahora bien, en el ámbito de estas actuaciones, lo que se lleva a cabo es la ejecución de un proyecto previo completo.
Pues bien, para la citada Intervención General "nada obsta a que el órgano de contratación se aproveche de un Proyecto ya elaborado para realizar las actuaciones que en él contenidas sean necesarias realizar ante una emergencia.

No obstante, lo que se adjudica es el propio Proyecto de rehabilitación si bien tramitado por la vía de emergencia, lo cual se desprende no sólo por la coincidencia del importe del contrato adjudicado con el presupuesto del Proyecto de rehabilitación sino también por la firma de este último por parte del contratista. Esto es, lo que se compromete a llevar a cabo el contratista es el Proyecto, con independencia de que finalmente en aquél se introduzcan algunas modificaciones.

Esta forma de obrar se aleja del concepto de la tramitación de emergencia, pues ésta no se configura para desarrollar un Proyecto ya elaborado sino para realizar lo estrictamente necesario para poner fin a la situación de emergencia".

(6) 
El supuesto hacía referencia a la "contratación de un servicio para la retirada de cadáveres de animales bovinos de las explotaciones ubicadas en la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha".
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